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MASACRE DE CURUGUATY 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 11 de diciembre de 2012 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Esteban Pérez. 


MIEMBROS: Señora Representante Daniela Payssé y señores Representantes Gustavo A. Espinosa y 
Jorge Rodríguez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señora Representante Carmen Millán y señor Representante Walter Souto. 


INVITADO: Doctor Aitor Martínez Laíno. 


(Ingresa a Sala el doctor Aitor Martínez) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida al doctor Aitor Martínez, quien solicitó una 
entrevista con el fin de plantear los hechos surgidos de la investigación realizada en el caso de la 
masacre de Curuguaty. 


Debemos decir que esta Comisión ha dispuesto un tiempo extraordinario para recibirlo, pero como tenemos 
sesión de Cámara, solamente dispone de 20 minutos para hacer su exposición e intercambiar ideas. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- ¿Puedo hacer alguna reproducción visual? 


Sería importante, porque la mayoría de las pruebas con las que cuento son audiovisuales o documentales. 
Pero, si quieren, lo hacemos todo discursivo y dejo de referencia el informe que tenemos publicado en 
Internet, al que pueden acudir, donde están tanto los documentos como las pruebas audiovisuales a las que 
hago referencia. 


Va a ser algo discursivo y muy poco empírico, porque no voy a poder tener al lado los documentos 
probatorios, pero espero que crean todo lo que digo cuando asevero que existe un documento que lo acredita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a solicitar que nos envíe el audio y el video a la dirección de correo 
electrónico que le daremos a los efectos de ser distribuido entre los miembros de la Comisión. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Quiero agradecer que me hayan recibido 


Desde Paraguay, estamos haciendo una ronda de contactos con los países vecinos, porque encontramos caso 
omiso por parte del Poder Judicial paraguayo a lo que está siendo un proceso total y absolutamente 


inquisitorio y silenciado por los medios nacionales de comunicación. Encontramos algún eco en los medios 
de comunicación internacionales y por eso nos decidimos a hacer esta ronda de contactos. Básicamente, 
vamos a solicitar la suspensión del proceso a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por falta de 
garantías. 


Antes de comenzar a hacer los relatos, me gustaría decir que no tengo ningún vínculo político con Paraguay. 
Soy español y fui contratado por y para esta causa, solo con base en los derechos humanos y ningún vínculo 
político. Pero todos sabemos que la masacre devino en la causal de juicio político a Lugo, y eso empañó todo 
lo que era un proceso judicial, que debía ser transparente, porque empezaron a surgir los intereses políticos 
por uno y por otro lado. 


Quiero pensar que estoy por encima de los intereses políticos. No tengo ningún vínculo con la política 
paraguaya y lo único que voy a hacer es retratar la parte del proceso judicial y, si les parece, omitimos toda la 
parte de juicio político. 


El 15 de junio se va a producir un desalojo en una tierra llamada Campos Morumbí. Hay una supuesta orden 
de desalojo listada por un Juez. La tierra es titularidad de Blas N. Riquelme, ex Presidente del Partido 
Colorado. Supuestamente, es una de las famosas tierras mal habidas que el "stroessnerismo" repartió en su 
vida sin ningún título de propiedad y sin ningún arreglo al derecho administrativo. Estos campesinos venían 
reclamando que la tierra era del Indert y estaba destinada a la reforma agraria, pero los medios de 
comunicación tradicionales no les daban cabida. 


Resulta que cuando yo me apersono a la causa, constato el registro la propiedad y, efectivamente, esas tierras 
son públicas, no son del señor Blas N. Riquelme. Entonces, había una Fiscal que había solicitado una orden 
de desalojo y un Juez que había dado una supuesta orden de desalojo. Pero cuando voy a comprobarlas, me 
entero de que esa Fiscal había sido abogada personal de Blas N. Riquelme, y éste le solicitó, de manera 
meramente clientelar -véase tráfico de influencias, cohecho, o cualquiera de esas figuras delictivas-, que 
dictara una resolución para que sacara de sus tierras a esas personas. 


Según ella, en la carpeta fiscal se puede comprobar el título de propiedad, pero en la carpeta fiscal no existe 
ningún título de propiedad porque la propiedad es pública. De hecho, el Indert había apercibido a esa Fiscal 
que no hiciera ningún desalojo porque la tierra era suya y la iba a distribuir entre los campesinos de la zona. 
Ella hacía caso omiso a lo que le decía el Indert y era el quinto desalojo que hacía. 


Pero vamos más allá. Ni siquiera existe una orden de desalojo; era una orden de allanamiento. El Juez le 
había autorizado a allanar el terreno para identificar a las personas que se encontraban allí. Ella montó un 
dispositivo de 324 efectivos policiales para desalojar a los campesinos, en un acto "ultra vires" para el que no 
estaba autorizada. Se va a producir el desalojo y el Ministro del Interior del gobierno luguista había aprobado 
lo que se llama "el protocolo de desalojo", que exigía que los policías fueran desarmados. Y, de manera 
empática y mediante el diálogo, desalojaron siempre a los campesinos sin usar las armas. Efectivamente, en 
los videos con los que contamos, se ve al Comisario Erven Lovera que advierte a los policías que van a ir 
desarmados. 


Hay un video que encontramos nosotros, la defensa, y que nos filtró un campesino. Había sido grabado por 
parte de uno de los policías, el policía lo envío a un medio de comunicación y el medio de comunicación no 
quiso reproducirlo. Ese video se quedó en el anonimato y nos llegó a nosotros. Se ve -lo pueden comprobar 
cuando vean el informe- cómo, en el momento de la discusión, de repente, se escuchan armas automáticas. 
Hemos medido la cadencia de tiro y fue por debajo de 0.30, lo que implica que allí se abrieron armas 
automáticas. ¿Quién las tenía? 


A los campesinos se les incautaron cinco escopetas. Practicadas las pruebas de hisopos, por las que se 
determinan si hay restos de nitratos o nitritos en el cañón, se observó que solo una había sido disparada, por 
lo menos, con un mes de anterioridad; las otras cuatro no habían sido disparadas. En 9 segundos murieron 
seis policías de disparos certeros en la cabeza, que era la única zona que tenían descubierta. Fueron disparos a 
más de 50 metros. Todos los facultativos del hospital dicen que se trataba de heridas de bala. 


Actualmente, se quiere cerrar la causa diciendo que esas escopetas no habían sido disparadas. Hay 12 
campesinos detenidos, cuyas pruebas de parafina han dado negativas, y dicen que fueron quienes cometieron 
ese delito. Ahora, tengo a 12 personas que van a ser acusadas y condenadas sin ninguna prueba. No hay "ter 


criminis" alguno. Todos los campesinos que fueron al día siguiente a la zona recogieron manojos de 
casquillos de fusil automático 556. El Fiscal negaba al máximo que allí se hubieran disparado armas 
automáticas. Los campesinos me decían que las cámaras empezaron a acercarse y que había cámaras que 
estaban grabando y retratando lo que había. Uno de ellos me dijo que recogió una bolsa entera de casquillos 
556 y se las dio al Fiscal en mano. 


Fui a buscar el crudo de ese material -lo pueden ver allí- y al final di con la escena en la que ese campesino 
está recogiendo, junto con otros vecinos de la zona, cientos de casquillos. En la causa no figuran esos 
casquillos; no figuran en la práctica fiscal ni en las evidencias levantadas. ¿Quién disparó esas armas 
automáticas? Eso es lo que nos preguntamos, pero allí se dispararon armas automáticas que causaron seis 
muertos en 9 segundos. 


El posterior accionar policial tampoco se quiere investigar. Fueron 11 campesinos los que murieron, algunos 
con pérdida de masa encefálica de disparos a corta distancia. Los relatos son demoledores sobre cómo se fue 
ajusticiando uno a uno a todos los campesinos, y el fiscal dice que no quiere investigar nada que tenga que 
ver con ejecuciones extrajudiciales. La acción pública en Paraguay no se puede ejercer a través de una 
acusación particular; tienen un sistema en el que tiene que ser el Ministerio Público el que ejerza la acción. 
Se niega a investigar cualquier cosa que tenga que ver con ejecuciones extrajudiciales. 


Al día siguiente, los campesinos de la zona entraron en la finca y encontraron cuerpos estratégicamente 
escondidos y ejecutados con disparos certeros de orificio de entrada en la frente y orificio de salida auricular, 
por detrás, con trayectoria ascendente. Se trata de cuerpos que habían sido deliberadamente escondidos, en 
violación de los más elementales tratados no ya sobre ejecuciones sumarias y forzosas sino incluso sobre 
desapariciones civiles. No se investiga absolutamente nada. Tenemos fotos de cuerpos que no han aparecido 
en el hospital, que nunca llegaron a ningún sitio, que siguen desaparecidos, y el fiscal se niega a investigarlo. 


Sobre el trato, por ejemplo, a los campesinos, el que más pronto llegó al hospital, herido, lo hizo a las cuatro 
de la tarde. Los policías llegaron todos a las ocho y media de la mañana. No hay ningún campesino 
gravemente herido. Están muertos desangrados o son heridos leves. Hay algunos que expulsaron sus balas en 
el centro de detención un mes después. Los campesinos fueron trasladados en un camión de ganado, donde se 
les apiló a todos -pueden comprobarlo en las fotografías-, a las cuatro de la tarde. Los policías fueron todos 
trasladados en los vehículos destinados al efecto, con todas las medidas hospitalarias oportunas. 


¿Qué es lo que pasa con la fiscalía? Cuando sucede la matanza, en el turno de reparto, la causa le cae a la 
fiscal Nilsa Aguilar. El día 19, cuando se sabe que va a haber un juicio político, ya se ha contaminado 
políticamente la causa. El Partido Colorado y el Partido Liberal van a acusar a Lugo de ser el responsable de 
la matanza, alegando que su política de alentar las ocupaciones de tierra derivaron en la radicalización de 
campesinos que, con cinco escopetas, emboscaron a trescientos veinticuatro policías -algo que es 
impensable-, con mujeres y niños, como se ve en los videos. Ni la Hezbolá, en Líbano, utiliza mujeres y 
niños dentro de una emboscada, a campo abierto, sin siquiera tener una arboleda cerca para esconderse 
después de disparar, con armas de un solo tiro que no fueron disparadas y sin ningún resto de parafina en las 
manos. 


Entonces, cuando se hace la acusación a Lugo se aparta a la fiscal que lleva el caso y se le da a un fiscal de 
treinta años, que lleva un mes de experiencia fiscal, quince días destinado en Curuguaty y que es hijo del ex 
Presidente del Partido Colorado, Bader Rachid, íntimo amigo de Blas N. Riquelme, y novio de la nieta de 
Blas N. Riquelme. Por supuesto, hemos recusado el fiscal y el Fiscal General del Estado entiende que no hay 
amistad manifiesta con una de las partes. 


¿Por qué se le quita la causa a la fiscal Nilsa Aguilar y se le da al hijo del ex Presidente del Partido Colorado, 
íntimo amigo del también ex Presidente del Partido Colorado dueño de esas tierras? 


Hemos pedido que se investigue a la fiscal Nilsa Aguilar por un delito de prevaricación. Caso omiso. Le 
hemos pedido que investigue ejecuciones extrajudiciales. Caso omiso. Le hemos pedido que investigue 
desapariciones forzosas. Caso omiso. 


Le hemos pedido que investigue cuarenta hectáreas de marihuana que aparecieron en los campos de Blas N. 
Riquelme, que se llamaba titular de esas tierras por usucapión, por un disfrute continuado durante veinte 
años. Sin embargo, aparecen cuarenta hectáreas de marihuana, con toneladas de ella picadas ya para su venta 


y otras en germinación. ¿Y saben qué alegó el fiscal? Que Blas N. Riquelme es víctima de eso. Si a 
cualquiera de nosotros nos encuentran cuarenta hectáreas de marihuana, lo primero que hacen es, por lo 
menos, llevarnos a testificar, y seguramente seríamos procesados. Lógicamente, en la era de la comunicación, 
todo el mundo sabe, todo el mundo cuenta y todo el mundo puede enviar un documento. Hay una empresa 
satelital que nos ha enviado una foto del 23 de abril, antes de que se produjera la matanza, donde apercibía a 
Blas N. Riquelme de que tenía cuarenta hectáreas de marihuana en su campo, y no había hecho 
absolutamente nada. El fiscal tampoco investiga nada. 


El Director del Senad ha dicho al fiscal que detrás de la matanza puede haber vínculos del narcotráfico. El 
fiscal no investiga. Su segundo, que es el fiscal Diosnel Giménez, sigue en la causa y está al día de hoy 
procesado. No sé si se enteraron de que, hace poco, encontraron cuatro mil kilos de cocaína en La Paloma, en 
predio lindero al de Blas N. Riquelme. El fiscal que da la cobertura a esos policías y que tenía un comando de 
la policía asistiendo a esos narcotraficantes es el segundo de la causa de Curuguaty. 


Con esto les quiero que el juicio político que el Partido Colorado y el Partido Liberal utilizaron con Lugo ha 
enmarañado esto y han puesto un fiscal que, única y exclusivamente, quiere cerrar la causa atendiendo una 
finalidad: los campesinos emboscaron a los policías y los mataron, porque ese ha sido el causal político de 
Lugo. Si eso no cerrase ahora, en el proceso judicial, habría un problema político. Con esas es con las que me 
veo yo. 


Como les he dicho al comienzo, yo soy español. No tengo ningún interés político en Paraguay, pero estoy 
viendo que el juicio político ha enmarañado en exceso este proceso judicial y hay doce personas en huelga de 
hambre -no sé si la han seguido; de hecho, estuvieron a punto de fallecer-, que han dicho al fiscal que les dé 
una sola prueba en su contra. Tiene cinco armas no disparadas, manos que demuestran que no dispararon 
ninguna arma, niñas de quince y dieciséis años. El fiscal solo investiga unidireccionalmente y de forma 
inquisitoria, que es incriminar a estos campesinos y culparlos. 


Entonces, con esas, lo único que nos queda ya es buscar un resarcimiento y justicia en el orden internacional 
y, como bien sabéis, hay que agotar primero las instancias nacionales. Lo único que ahora mismo tenemos en 
mente es solicitar la suspensión del proceso, porque van a condenar a doce personas por invasión de 
inmueble ajeno, de un inmueble que es evidente, que es claro, que es una prueba empírica tanto como el 
registro de la propiedad, que es del Estado y que estaba destinado a la reforma agraria, precisamente, de esas 
personas. El propio Indert alertaba que no se desalojase a esos campesinos porque tenían su autorización. 


Todo esto es muy discursivo, pero hay un informe de ciento setenta páginas. Codehupy, además, va a lanzar 
otro en estos días, de cerca de trescientas páginas, donde pueden ver todas y cada una de las pruebas de lo 
que les estoy diciendo, al margen de ser liberales, progresistas, conservadores, de derecha o de izquierda. Es 
una cuestión de derechos humanos; se trata de un proceso inquisitorio contra doce personas contra las que no 
se tiene ninguna prueba. Son ellas las que tienen que demostrar su inocencia, en un proceso inquisitorio, 
donde el fiscal es todopoderoso. El fiscal es el hijo del ex Presidente del Partido Colorado, íntimo amigo de 
una de las partes, Blas N. Riquelme, y novio de su nieta. 


Muchas veces intento extrapolar esto a mi realidad política. Es como si Felipe González, ex Presidente del 
Partido Socialista, tuviera una tierra irregularmente conseguida y malhabida, que de manera clientelar, con un 
fiscal de la zona, intente sacar a la gente que está en esa tierra legalmente, y que como consecuencia se 
produjeran unas muertes. Hacen un juicio político -nuestra figura sería una moción de censura- al Presidente, 
Mariano Rajoy, lo firma Rubalcaba, y su hijo es el fiscal que investiga la causa que, además, es el novio de la 
hija de Felipe González. Sería algo caótico. Eso está sucediendo en Paraguay al día de hoy, y los medios 
nacionales no dan juego a que se sepa, boicotean y silencian todo. 


Yo me he peleado con el fiscal durante cuatro meses, diciéndole que ahí se dispararon armas automáticas, y 
ha estado negando la máxima, hasta que hemos encontrado el video, que es demoledor. En el video está el 
fiscal en la zona, recabando pruebas, y se ve una bolsa entera de casquillos 556 que recoge con su mano y da 
a un asistente. No están al día de hoy. Después de presentar ese video a un jurado de enjuiciamiento, no lo 
quieren enjuiciar por ocultación de pruebas. Tienen un video donde se ven todas las pruebas incautadas: unos 
cuantos casquillos y cartuchos de calibre 30 -que a larga distancia, en el mejor de los casos, impactan y te los 
puedes sacar con una pinza-, unas cuantas escopetas viejas y poco más. Esos casquillos desaparecieron. 


En su ánimo de fabricar pruebas, se introdujo una sexta escopeta semiautomática que apareció al mes en la 
causa. Claro, yo me escandalicé al ver esa escopeta que nunca había aparecido en la causa, y me encontré con 
una denuncia hecha el 25, diez días después, por el dueño, a quien le había sido sustraída en su casa. Se había 
encontrado tirada en la parroquia de Curuguaty el día 27. Esa escopeta ni pertenece a esa causa, pero con el 
ánimo de introducir más pruebas de cargo contra los campesinos, para poder cerrar el proceso, están llegando 
a introducir pruebas falsas. 


Con esas nos encontramos la defensa: con un Presidente de la República que, por suerte o por desgracia, se 
encontró con la Presidencia de la República gracias a esa matanza, y sale todos los días a los medios de 
comunicación a decir que la defensa -que en un juicio contradictorio es una de las garantías- es la antología 
del disparate. Lo dice todos los días el Poder Ejecutivo, la más alta autoridad, en una causa "sub judice". 
Habla de todos y cada uno de los campesinos como "estos invasores asesinos”. Imaginen el grado de 
intromisión, que si Montesquieu levantase la cabeza, probablemente moriría de un infarto. 


Vivimos con esa presión, y hay doce personas que van a ser condenadas sin ninguna prueba. Si les parece que 
merece la pena aproximarse un poco ese informe, les recomiendo que lo vayan viendo, que vayan analizando 
todas las pruebas con que contamos, porque ahora mismo estamos intentando parar una ola con las manos en 
Paraguay. No solo nosotros sino también la ciudadanía. No sé si saben que han matado a uno de nuestros 
testigos, hace un par de semanas. 


Cuando llegamos empezaron con el desprecio: "Aquí viene esta gente"; "¿Qué tienen que investigar?"; "La 
fiscalía lleva todo a la perfección"; "No tenéis vosotros que meter las narices en nada". Por supuesto, para 
ellos la defensa parecía no existir 


Después empezaron con matar al mensajero para acabar con el mensaje. Allanaron toda mi vida privada; 
despotricaban contra mí en todos los medios de comunicación. Después pasaron a las amenazas, que 
sabíamos que era el tercer estadio. Se ve que ahora, que están contra las cuerdas porque ya nadie cree en 
Paraguay en esa investigación fiscal y todo el mundo sabe que algo hay detrás, han pasado al cuarto estadio, 
que es matar. Hace unos días los sicarios mataron en la puerta de su casa al Presidente del grupo de los 
familiares de las víctimas, el señor Vidal Vega, que era uno de nuestros principales colaboradores. Vivimos 
con esa situación en Paraguay. 


SEÑORA PAYSSÉ.- He escuchado con mucha atención al señor Martínez. 


Quiero decir que esta no es la primera aproximación que tengo del tema, ya que me he estado 
consustanciando mucho con él. Creo que es un tema que si bien tiene que ver con los derechos de las 
personas, también está relacionado con muchas cosas más. Tiene que ver con un estado de derecho, con un 
Mercosur que tiene que sentirse preocupado porque suceden estas cosas y no me parece que sea un asunto 
para analizar a las apuradas. Digo esto con total honestidad, porque a la hora 16 tenemos sesión de Cámara. 


Me gustaría poder contar con la documentación que usted trae y seguir procesando información, porque lo 
que está sucediendo es más que preocupante. En la previa, yo diría que hace bastante tiempo que esto viene 
tomando cuerpo, por ser lo más objetiva posible. Estoy informada de todo esto y lo veo con muchísima 
preocupación. 


Por ello, agradecería que dejara el material que trajo para que podamos colectivizarlo porque 
lamentablemente me tengo que retirar de la sesión en este momento. 


Agradezco mucho su presencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos escuchado otra exposición que usted ha realizado y, realmente, es 
muy elocuente. Por eso, nuestra solicitud, una vez más, de que nos haga llegar por correo electrónico 
ese video del que nos habla para que todos los miembros de la Comisión lo tengamos y lo podamos 
analizar. 


Esta es una Comisión comprometida con los derechos humanos. Nuestro alcance es en el plano nacional, lo 
que no quiere decir que no nos munamos de la información necesaria y que, en forma personal, cada uno de 


nosotros pueda ver de qué manera actuar a favor del cumplimiento de los derechos humanos en un pueblo 
hermano. 


Agradecemos vuestra exposición y la buena voluntad de concurrir a nuestra Comisión. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- Muchas gracias a vosotros por haberme recibido. 


Simplemente, quería decirles que además de lo que puedan hacer en el plano nacional, en el internacional, en 
la Corte Interamericana, como bien saben, todos los Estados tienen la figura del "amicus curiae" en el que 
pueden participar y dar su opinión sobre lo que creen que está sucediendo en alguno de sus países miembro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


